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GUILLERMO LASSOMENDOZA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 3 determina como deber
primordial del Estado garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos
establecido en la Constitución y en los instrumentos internacionales;

Que, el artículo 9 de la Carta Fundamental, determina que las personas extranjeras que se
encuentren en el territorio ecuatoriano tendrán los mismos derechos y deberes que las
ecuatorianas, de acuerdo con la Constitución;

Que, el artículo 11 numeral 2 de la Constitución señala que todas las personas son iguales y
gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades. Nadie podrá ser discriminado
por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad
cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado judicial,
condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud,
portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o
colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La Ley sancionará toda forma de
discriminación. El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la
igualdad real en favor de los titulares derechos que se encuentren en situación de
desigualdad;

Que, el artículo 45 de la Constitución de la República del Ecuador establece que las niñas,
niños y adolescentes tienen derecho a la integridad física y psíquica, y a su identidad,
nombre y ciudadanía;

Que, el número 28 del artículo 66, de la Constitución de la República reconoce y garantiza
a las personas, el derecho a la identidad personal y colectiva, que incluye tener nombre y
apellido, debidamente registrados y libremente escogidos; y conservar, desarrollar y
fortalecer las características materiales e inmateriales de la identidad, tales como la
nacionalidad, la procedencia familiar, las manifestaciones espirituales, culturales, religiosas,
lingüísticas, políticas y sociales;

Que, los numerales 5, 6 y 7 del artículo 69 de la Constitución de la República del Ecuador
señalan la protección de los derechos de las personas integrantes de la familia: el Estado
promoverá la corresponsabilidad materna y paterna y vigilará el cumplimiento de los
deberes y derechos recíprocos entre madres, padres, hijas e hijos. Estos últimos tendrán los
mismos derechos sin consideran antecedentes de filiación o adopción y no se exigirá
declaración sobre la calidad de la filiación en el momento de la inscripción del nacimiento



y ningún documento de identidad hará referencia a ella;

Que, el artículo 82 de la Constitución de la República señala que el derecho a la seguridad
jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas
previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes;

Que, el artículo 141 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que la
Presidenta o Presidente de la República ejerce la Función Ejecutiva, es el Jefe del
Estado y de Gobierno y responsable de la administración pública;

Que, el numeral 13 del artículo 147 de la Constitución de la República establece, entre
otras atribuciones y deberes del Presidente de la República, expedir los reglamentos
necesarios para la aplicación de las leyes, sin contravenirlas ni alterarlas, así como los que
convenga a la buena marcha de la administración;

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República establece que la Administración
Pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia,
eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación,
participación, planificación, transparencia y evaluación;

Que, la Carta Fundamental en su artículo 261 numeral 3 señala que el Estado central tendrá
competencia exclusiva sobre el registro de personas, nacionalización de extranjeros y
control migratorio;

Que, el artículo 4 del Código Orgánico Administrativo determina que las actuaciones
administrativas aplicarán las medidas que faciliten el ejercicio de los derechos de las
personas;

Que, el artículo 129 del Código Orgánico Administrativo preceptúa la competencia
normativa de carácter administrativo del Presidente de la República en relación con el
conjunto de la administración pública central;

Que, mediante Registro Oficial Suplemento Nro. 684 de 04 de febrero de 2016, se publicó
la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles, con el objeto de garantizar el
derecho a la identidad de las personas y normar y regular la gestión y el registro de los
hechos y actos relativos al estado civil de las personas y su identificación;

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 525, publicado en el Registro Oficial Suplemento
Nro. 353 de 23 de octubre de 2018, se emitió el Reglamento a la Ley Orgánica de Gestión
de la Identidad y Datos Civiles, objeto regular la aplicación de la Ley Orgánica de Gestión
de la Identidad y Datos Civiles, relacionada con la inscripción, registro y modificación de
los hechos y actos relativos al estado civil de las personas y su identificación;

Que, el artículo 24 del Reglamento a la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos
Civiles, determina que a más de los requisitos establecidos en la ley y el presente
reglamento, aquel progenitor menor de edad que inscriba o reconozca a un hijo deberá estar
acompañado por su representante legal;



Que, el numeral 4 del artículo 3, de la Ley Orgánica para la Optimización y Eficiencia de
Trámites Administrativos, manifiesta que los trámites administrativos se sujetarán al
principio de tecnologías de la información, con el fin de optimizar su gestión y mejorar la
calidad de los servicios públicos;

Que, de acuerdo a las letras a), b); y, f) del artículo 11 del Estatuto del Régimen Jurídico y
Administrativo de la Función Ejecutiva, corresponde al Presidente de la República dirigir
y resolver los asuntos superiores fundamentales de la Función Ejecutiva y del
Estado Ecuatoriano y; orientar los aspectos fundamentales de las actividades de los
organismos y entidades que conforman la Función Ejecutiva; adoptar decisiones de
carácter general o específico, según corresponda, mediante decretos ejecutivos, y;
suprimir, fusionar y reorganizar organismos de la Función Ejecutiva;

Que, mediante Decreto del Congreso de la República del Ecuador, s/n, publicado en el
Registro Oficial Nro. 1252 de 29 de octubre de 1900, se estableció desde el 1 de enero de
1901, en la República el Registro Civil;

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 8 de 13 de agosto de 2009, publicado en el Registro
Oficial Nro. 10 de fecha 24 de agosto de 2009, con su última reforma de 27 de noviembre
de 2015 en su artículo 21, se adscribe la Dirección General de Registro Civil,
Identificación y Cedulación al Ministerio de Telecomunicaciones y Sociedad de la
Información, el que supervisará la inmediata reforma y modernización de esa entidad. El
Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, será nombrado por el
Ministro de Telecomunicaciones y podrá dictar la normativa interna de carácter general;

Que, conforme el contenido de la sentencia Nro. 2185-19-JP y acumulados/21 (Inscripción
del nacimiento de hijas e hijos de adolescentes migrantes), la Corte Constitucional, dispone
en el párrafo 187, mientras el Registro Civil coordina acciones con la presidencia de la
República y adecúa su normativa y procedimientos internos, no se podrá exigir como
requisito para la inscripción del nacimiento la autorización de un representante legal de la
madre adolescente ni la actuación de una institución del Sistema Nacional de Protección
Integral de la Niñez y Adolescencia, ni mucho menos la activación de acciones
judiciales como la acción de protección. Para garantizar la inscripción de nacimiento
será suficiente el certificado de nacido vivo y cualquier documento que demuestre la
identidad de las y los progenitores. En el caso de que los progenitores adolescentes
carezcan de documento alguno que demuestre su identidad, el Registro Civil informará
sobre el caso a la DPE para que esta active las acciones necesarias en el marco de sus
facultades, entre las que pueden incluirse solicitudes de información a las embajadas o
consulados en el caso de las adolescentes migrantes, siempre que aquello no las ponga
en riesgo posibles necesidades de protección internacional;

Que, mediante Sentencia Nro. 2185-19-JP y acumulados/21 (Inscripción del nacimiento de
hijas e hijos de adolescentes migrantes), en el párrafo 193, numeral 1, la Corte
Constitucional, conforme lo dispuesto en el artículo 436, numeral 6 de la Constitución y el
artículo 25 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional,
ordena al director general del Registro Civil, Identificación y Cedulación que, en el plazo



de tres meses de notificada la presente sentencia y con el acompañamiento de la Defensoría
del Pueblo: (i) coordine acciones con la Presidencia de la República para adecuar el
artículo 24 del Reglamento de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles;
y (ii) adecúe su normativa interna relacionada con la inscripción de nacimiento de niñas y
niños cuyos progenitores son personas menores de edad, en particular, el "Procedimiento
de Inscripción o Registro de Nacimientos PRO-GRC-IRN-001", conforme el
contenido de la presente sentencia y lo dispuesto en los párrafos 181-184 y 185-
188 ut supra. El director general, en el mismo plazo de tres meses, deberá
informar a la Corte Constitucional sobre el cumplimiento de la presente medida;

Que, en necesario reformar el Reglamento a la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y
Datos Civiles, con la finalidad de ajustar sus normas a la disposición de la Corte
Constitucional;

En ejercicio de las atribuciones que le confieren el numeral 13 del artículo 147 de la
Constitución de la República del Ecuador; y, el artículo 129 del Código Orgánico
Administrativo COA, expide la siguiente:

REFORMA AL REGLAMENTO A LA LEY ORGÁNICA DE GESTIÓN DE LA
IDENTIDAD Y DATOS CIVILES:

Artículo 1.- En el Reglamento a la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos
Civiles, publicado en el Registro Oficial Suplemento Nro. 353 de 23 de octubre de 2018,
sustitúyase el artículo 24, por el siguiente:

“Artículo 24.- Inscripción de nacimiento por parte de progenitores menores de edad.- A
más de los requisitos establecidos en la ley y el presente reglamento, aquel progenitor
menor de edad que inscriba o reconozca a un hijo deberá estar acompañado por su
representante legal.

Se exceptúa la presencia del representante legal o la actuación de una institución del
Sistema Nacional de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia, en las inscripciones
de nacimiento de niños y niñas nacidos en territorio ecuatoriano hijos de padres
adolescentes en situación de movilidad humana que no se encuentren acompañados”.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA.- La Dirección General de Registro Civil, Identificación
y Cedulación, en el término de 45 días contados a partir de la publicación en el Registro
Oficial del presente Reglamento, actualizará los procedimientos internos vigentes, a fin de
armonizar los mismos con lo establecido en el este instrumento.

DISPOSICIÓN FINAL

De la ejecución de este Decreto Ejecutivo, encárguese a la Dirección General de Registro
Civil, Identificación y Cedulación.

Este Decreto Ejecutivo entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación en el
Registro Oficial.



Dado en el Palacio Nacional, en Quito, a los

Guillermo Lasso Mendoza
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA


